SENTENCIA DE TUTELA 1ª INSTANCIA N° 030
RADICACIÓN: 660012204000 2019 00153 00


ACCIONANTE:      ROSALBA VARGAS BOTERO
DECLARA IMPROCEDENTE

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA / EMPLEADO NOMBRADO EN PROVISIONALIDAD / SU ESTABILIDAD ES RELATIVA Y DEBE CEDER ANTE EL MEJOR DERECHO DE QUIEN ACCEDE AL CARGO POR CONCURSO DE MÉRITOS / PRE PENSIONADOS / REQUISITOS.
En relación con las exigencias relativas a la subsidiariedad o residualidad, debe indicarse que la acción es viable siempre y cuando la afectada carezca de otro medio de defensa judicial, con miras a no sustituir los mecanismos de defensa judicial ordinarios, salvo que la tutela sea invocada de manera transitoria para evitar un perjuicio irremediable, o que la acción ordinaria sea ineficaz para salvaguardar los derechos fundamentales del accionante.

Lo anterior implica que deben agotarse los mecanismos creados por el ordenamiento jurídico, en tanto la acción constitucional no fue creada para suplirlos o sustituir los mismos, y para esta clase de asuntos puede acudirse a la jurisdicción contencioso administrativa, por medio de un proceso de nulidad o de nulidad y restablecimiento del derecho, como mecanismo idóneo al que debe acudir al interesada para la protección de las garantías que observa vulneradas, incluso con la solicitud de medidas cautelares -art. 229 CPACA- frente al acto administrativo que considera lesivo de sus derechos fundamentales. (…)
Con respecto a la provisión de cargos de la lista de elegibles previo concurso de méritos y la protección especial de los “prepensionados”, la Corte Constitucional ha sostenido:

“En varias oportunidades esta Corporación ha sostenido que los servidores públicos que ocupan en provisionalidad un cargo de carrera gozan de una estabilidad laboral relativa, lo que implica que únicamente pueden ser removidos por causas legales que obran como razones objetivas que deben expresarse claramente en el acto de desvinculación, dentro de las que se encuentra la provisión del cargo que ocupaban, con una persona de la lista de elegibles conformada previo concurso de méritos. En esta hipótesis, la estabilidad laboral relativa de las personas vinculadas en provisionalidad cede frente al mejor derecho de quienes superaron el respectivo concurso”. (…)
De lo mencionado se extrae que podrá ser considerado como “prepensionable”, la persona a quien le faltare tres o menos años para reunir los requisitos de edad y tiempo de servicio o semanas aportadas para obtener el disfrute de la pensión de jubilación o vejez, presupuestos concomitantes que deben reunirse para que se adquiera dicha condición -edad y semanas-. Pero sucede que la señora ROSALBA VARGAS ya ha superado ambas exigencias, como quiera que a la fecha ha cotizado 1.891,71 semanas y cuenta en la actualidad con 60 años de edad.
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RAMA JUDICIAL
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, treinta y uno (31) de octubre de dos mil diecinueve (2019)

                                                                  Acta de Aprobación No XXX996
                                            Hora: 3:30 p.m.
1.- VISTOS

Procede esta Corporación a decidir la acción de tutela instaurada por la señora ROSALBA VARGAS BOTERO, contra el Consejo Seccional de la Judicatura y el Juzgado Séptimo Civil Municipal de Pereira (Rda.), al considerar quebrantados sus derechos a la seguridad social y a la estabilidad laboral reforzada.
2.- SOLICITUD 
Señala la señora VARGAS BOTERO, que tiene 60 años de edad y labora en el Juzgado Séptimo Civil Municipal de Pereira como escribiente en provisionalidad, y al solicitar a COLFONDOS información para verificar si puede acceder a su pensión de vejez, se le indicó que el dinero en su cuenta de ahorro individual es insuficiente para ello, y por ende no le es posible acceder a dicha pretensión, de lo cual comunicó tanto a su jefe inmediato como al Consejo Seccional de la Judicatura, sin recibir respuesta alguna.

Aduce que la titular del Juzgado Séptimo Civil Municipal nombró en propiedad en el cargo de escribiente a la Dra. MELISSA OROZCO PULGARÍN, quien aceptó el nombramiento y pidió prórroga para su posesión, por lo cual considera apremiante su situación por cuanto al no poder obtener su derecho pensional ostenta una estabilidad laboral reforzada, y pese a que el Consejo Seccional de la Judicatura tenía conocimiento de ello remitió la lista de elegibles sin verificar su caso puntual.

Pide se protejan sus derechos a la estabilidad laboral reforzada y se conmine a los accionados a que realicen los trámites administrativos necesarios para mantenerla en el cargo hasta que pueda definir su situación pensional. Así mismo, como medida preventiva, solicitó que se ordenara su no desvinculación del cargo hasta que sea definida de fondo la presente acción.

3.- CONTESTACIÓN

La Sala procedió a admitir la acción Constitucional, en la cual negó la medida provisional reclamada y dispuso correr traslado de la tutela a las entidades accionadas, e igualmente dispuso la vinculación oficiosa de la señora MELISSA OROZCO PULGARIN y de la Unidad de Administración de Carrera Judicial del Consejo Superior de la Judicatura, algunos de los cuales dieron respuesta a la tutela, así:
3.1.- La titular Juzgado Séptimo Civil Municipal de Pereira expresó que en efecto la señora ROSALBA VARGAS labora en ese despacho como escribiente en provisionalidad, y que al haberle sido remitido del Consejo Seccional de la Judicatura la lista de elegibles para dicho cargo procedió mediante resolución de agosto 26 de 2019 al nombramiento en propiedad de la Dra. MELISSA OROZCO PULGARÍN, persona que aceptó tal designación pero solicitó prórroga para su posesión que vence en octubre 29 de 2019.  Finaliza diciendo que el documento que aportó la actora, relativo a la respuesta de COLFONDOS por medio de la cual se le comunica el monto acumulado y el capital requerido, al parecer fue meramente informativo.

3.2.- El Presidente de la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, frente a las pretensiones de la accionante, considera que dicha entidad no tiene la facultad para mantener a la misma en el cargo que ocupa en provisionalidad, en tanto su nominadora es la titular del Juzgado Séptimo Civil Municipal de Pereira, sin que dicha magistratura tenga competencia para ordenarle a esta el trámite que debe adelantar en sus actuaciones administrativas. Luego de hacer alusión a la naturaleza de los cargos de la Rama Judicial, así como a las funciones de dicho Consejo y a la jurisprudencia constitucional relativa a la estabilidad laboral reforzada, estima que no se ha vulnerado derecho fundamental alguno de la accionante, quien no puede invocar la calidad de prepensionada al no ostentar la misma por cuanto ya tiene cotizadas más de 1.150 semanas y la edad mínima requerida. Solicita en consecuencia su desvinculación del presente asunto.

3.3.- El Fondo de Pensiones COLFONDOS informó que carece de competencia para pronunciarse acerca de la pretensión de la actora al no ser su empleador, y dicha entidad mediante oficio de mayo 23 de 2019 le comunicó a la señora ROSALBA VARGAS la proyección de lo que podría ser su definición pensional, sin que sobre ello exista ninguna petición pendiente por resolver, a consecuencia de lo cual el amparo se torna improcedente.

3.4.- La Directora de la Unidad de Carrera Judicial del Consejo Superior de la Judicatura manifiesta que dicha dependencia carece de legitimidad por pasiva en el presente asunto y por ende no debe ser vinculado, en tanto con respecto al nombramiento en propiedad no ha intervenido por carecer de competencia para ello, siendo en este caso el nominador quien debe decidir lo pertinente. Agrega, con soporte jurisprudencial, que la designación en provisionalidad, sin importar su duración, no origina derecho alguno en relación con la carrera judicial y su estabilidad depende de la posesión en el mismo por parte de quien obtenga el derecho en desarrollo del concurso de méritos o por traslado de servidor que se halle en carrera.
Aduce finalmente que, de acuerdo con la sentencia SU-003 de 2018, al contar la actora con las semanas requeridas por ley para acceder al reconocimiento pensional, el fuero de estabilidad laboral reforzada no la cobija y en consecuencia no procede la tutela. Pide se proceda a desvincular a dicha entidad de este trámite, y se deniegue el amparo.

4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta los documentos aportados por las partes, e igualmente se solicitó a COLFONDOS información relativa al presente asunto, entidad que expresó lo siguiente: (i) La señora ROSALBA VARGAS registra a la fecha 1.891,71 semanas de cotización; (ii) posee un capital de $126`215.265,oo; (iii) frente al capital requerido para acceder a su pensión, este se causa de acuerdo con el monto de su cuenta de ahorro individual, tal cual lo establece el canon 64 Ley 100/93; (iv) al realizar el cálculo a la fecha actual se advierte que con el dinero ahorrado, sumado al bono pensionado aproximado a la fecha -$105`575.544,oo-, su saldo es equivalente a $231`790.809,oo, y el capital requerido sería de $259`259.776,oo, lo que significa que es insuficiente para pensión; y, finalmente (v) al realizar las validaciones respectivas, se evidencia que a la fecha la accionante no adelanta trámite de garantía de pensión mínima o para la devolución de saldos.
5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar este caso de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 1382/00, este último modificado por los Decretos 1069/15 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema planteado 

Corresponde establecer al Tribunal si por parte de la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura y del Juzgado Séptimo Civil Municipal de Pereira (Rda.) se han vulnerado los derechos reclamados por la señora ROSALBA VARGAS BOTERO.
5.2.- Solución

De acuerdo con el artículo 86 Superior, toda persona podrá acudir a la tutela para pedir la protección de sus derechos constitucionales fundamentales, y procederá contra toda acción u omisión de la autoridades públicas, o particulares según se trate, siempre que: “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

Con antelación a ingresar en el estudio de fondo de la actuación, deberá la Sala determinar si en el presente asunto se presentan los presupuestos para la procedencia de la acción constitucional, mismos que como han sido decantados jurisprudencialmente, hacen referencia a la legitimación en la causa por activa y por pasiva, a la subsidiariedad o residualidad, y a la inmediatez.
Respecto a los dos primeros, debe decirse que en este caso la señora VARGAS BOTERO, en nombre propio y como servidora de la Rama Judicial, pide la protección de sus derechos presuntamente vulnerados por su nominadora, esto es, la titular del Juzgado Séptimo Civil Municipal de Pereira y el Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, en relación con el nombramiento en propiedad en el cargo de una persona que hace parte de la lista de elegibles, en detrimento del derecho que le asiste por tener la condición de “prepensionable”.

En cuanto a la inmediatez, la tutela se presentó en término oportuno, por cuanto se hizo dentro de los dos meses siguientes al momento en que por parte de la nominadora se designó en propiedad a la Dra. MELISSA OROZCO PULGARÍN en el cargo de escribiente de ese despacho, el cual ocupa en provisionalidad la demandante.

En relación con las exigencias relativas a la subsidiariedad o residualidad, debe indicarse que la acción es viable siempre y cuando la afectada carezca de otro medio de defensa judicial, con miras a no sustituir los mecanismos de defensa judicial ordinarios
, salvo que la tutela sea invocada de manera transitoria para evitar un perjuicio irremediable, o que la acción ordinaria sea ineficaz para salvaguardar los derechos fundamentales del accionante.

Lo anterior implica que deben agotarse los mecanismos creados por el ordenamiento jurídico, en tanto la acción constitucional no fue creada para suplirlos o sustituir los mismos, y para esta clase de asuntos puede acudirse a la jurisdicción contencioso administrativa, por medio de un proceso de nulidad o de nulidad y restablecimiento del derecho, como mecanismo idóneo al que debe acudir al interesada para la protección de las garantías que observa vulneradas, incluso con la solicitud de medidas cautelares -art. 229 CPACA- frente al acto administrativo que considera lesivo de sus derechos fundamentales. Sobre ese particular, la Corte Constitucional en Sentencia T-030/15, señaló:

“[…] la regla general es que el mecanismo constitucional de protección no puede superponerse a los mecanismos ordinarios establecidos en el ordenamiento jurídico de forma que los suplante o que se actúe como una instancia adicional para debatir lo que ya se ha discutido en sede ordinaria. En particular, la Sala insiste en que esta regla general conduce a que en los procedimientos administrativos, la tutela no procede contra actos expedidos por una autoridad administrativa, pues para ello se han previsto otros instrumentos judiciales, sin embargo, sólo de manera excepcional esta acción procede transitoriamente cuando se compruebe la existencia de un perjuicio irremediable
. 

Ahora bien, aunque en efecto la accionante puede acudir a la vía contenciosa administrativa, lo que per se tornaría improcedente la acción, de la información entregada por la misma se asegura que podría ocasionársele un perjuicio irremediable al no poder continuar en el cargo de escribiente que ocupa en provisionalidad, ni mucho menos obtener el derecho prestacional en cuanto no posee el capital requerido para lograr su pensión de vejez, ante lo cual indica que ostenta la condición de prepensionable y por ende debe ser merecedora de la estabilidad laboral reforzada.
A ese respecto debe decirse que la Corte Constitucional en sentencia SU-049/17 dejó establecido que el examen de procedencia de la acción de tutela debe flexibilizarse cuando están comprometidos ciudadanos de especial protección constitucional, o en circunstancias de debilidad manifiesta, como “niños, niñas y adolescentes, mujeres en estado de gestación o lactancia, madres cabeza de familia, personas en situación de discapacidad, de la tercera edad o población desplazada […]
 o […] personas próximas a pensionarse […] cuando en los hechos presentados al juez de tutela se hace evidente que estas están en riesgo de sufrir una afectación a su mínimo vital […]
”-negrillas de la Sala-. En el presente este asunto se está asegurando que la empleada ROSALBA VARGAS posee la condición de prepensionada, pero en momento alguno se mencionó que con la decisión de nombrar en propiedad a una persona en el cargo que ella ocupa, se afecte su mínimo vital, lo cual en sentir de la Corporación de todas formas podría presentarse en el caso de no contar con los ingresos derivados de la actividad laboral desarrollaba al servicio de la Rama Judicial.
Como que es indudable y no se discute que se ha presentado una de las causales por las cuales necesariamente hay lugar a hacer dejación del cargo en provisional, en este caso porque alguien ha pedido la incorporación por haber ganado el concurso de méritos, la única posibilidad viable de amparar algún derecho a la demandante sería por la vía de reconocerle una estabilidad laboral reforzada por la condición que se alega de ser “prepensionable”. En ese orden, lo único que se tiene establecido probatoriamente hablando, es que la accionante ha ocupado en provisionalidad el cargo de escribiente ante el Juzgado Séptimo Civil Municipal de Pereira, el cual a la hora de ahora fue provisto en propiedad a una de las personas que hacía parte de la lista de elegibles para ejercer el mismo, e igualmente que la actora se encuentra afiliada al Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad administrado por COLFONDOS. 
Con respecto a la provisión de cargos de la lista de elegibles previo concurso de méritos y la protección especial de los “prepensionados”, la Corte Constitucional ha sostenido
:
“En varias oportunidades esta Corporación ha sostenido que los servidores públicos que ocupan en provisionalidad un cargo de carrera gozan de una estabilidad laboral relativa, lo que implica que únicamente pueden ser removidos por causas legales que obran como razones objetivas que deben expresarse claramente en el acto de desvinculación, dentro de las que se encuentra la provisión del cargo que ocupaban, con una persona de la lista de elegibles conformada previo concurso de méritos.
 En esta hipótesis, la estabilidad laboral relativa de las personas vinculadas en provisionalidad cede frente al mejor derecho de quienes superaron el respectivo concurso.

En ese sentido, la situación de quienes ocupan en provisionalidad cargos de carrera administrativa, encuentra protección constitucional, en la medida en que, en igualdad de condiciones pueden participar en los concursos y gozan de estabilidad laboral, condicionada al lapso de duración del proceso de selección y hasta tanto sean reemplazados por quien se haya hecho acreedor a ocupar el cargo en virtud de sus méritos evaluados previamente.

[…]
Sin embargo, esta Corte ha reconocido que dentro de las personas que ocupan en provisionalidad cargos de carrera, pueden encontrarse sujetos de especial protección constitucional, como las madres y padres cabeza de familia,
 quienes están próximos a pensionarse y las personas en situación de discapacidad, a los que, si bien por esa sola circunstancia no se les otorga un derecho indefinido a permanecer en ese tipo de vinculación laboral, en virtud del derecho ostentado por las personas que acceden por concurso de méritos, sí surge una obligación jurídico constitucional (art. 13) de propiciarse un trato preferencial como medida de acción afirmativa.

Por lo anterior, antes de procederse al nombramiento de quienes superaron el concurso de méritos, han de ser los últimos en removerse y en todo caso, en la medida de las posibilidades, deben vincularse nuevamente en forma provisional en cargos vacantes de la misma jerarquía o equivalencia de los que venían ocupando, siempre y cuando demuestren una de esas condiciones especiales al momento de su desvinculación y al momento del posible nombramiento. “La vinculación de estos servidores se prolongará hasta tanto  los  cargos que lleguen a ocupar sean provistos en propiedad mediante el sistema de carrera o su desvinculación cumpla los requisitos exigidos en la jurisprudencia constitucional, contenidos, entre otras, en la sentencia SU-917 de 2010”. 

En efecto, desde tiempo atrás la Alta Corporación respecto a los ciudadanos que se encuentran en la situación que ahora aduce tener la señora ROSALBA VARGAS, había señalado:

“[…] en la jurisprudencia constitucional se ha entendido que las personas beneficiarias de la protección especial, es decir los prepensionados, serán aquellos servidores que cumplan con los requisitos para acceder a la pensión de jubilación o de vejez dentro de los tres años siguientes o, en otras palabras, aquellos a los que les falte tres años o menos para cumplir los requisitos que les permitirían acceder a la pensión de jubilación o vejez”
. -negrillas de la Sala-

De lo mencionado se extrae que podrá ser considerado como “prepensionable”, la persona a quien le FALTARE tres o menos años para reunir los requisitos de edad y tiempo de servicio o semanas aportadas para obtener el disfrute de la pensión de jubilación o vejez, presupuestos concomitantes que deben reunirse para que se adquiera dicha condición -edad y semanas-. Pero sucede que la señora ROSALBA VARGAS ya ha superado ambas exigencias, como quiera que a la fecha ha cotizado 1.891,71 semanas y cuenta en la actualidad con 60 años de edad.

Se traerá por la Sala a colación un asunto similar en el cual la Corte Constitucional le negó la tutela a una persona que poseía condiciones incluso aún más apremiantes que las de la aquí accionante. Obsérvese lo que se dijo en la Sentencia SU-003/18:
“59. Para la Sala Plena, con fines de unificación jurisprudencial, cuando el único requisito faltante para acceder a la pensión de vejez es el de edad, dado que se acredita el cumplimiento del número mínimo de semanas de cotización, no hay lugar a considerar que la persona es beneficiaria del fuero de estabilidad laboral reforzada de prepensionable, dado que el requisito faltante de edad puede ser cumplido de manera posterior, con o sin vinculación laboral vigente. En estos casos, no se frustra el acceso a la pensión de vejez. Para fundamentar esta segunda regla de unificación jurisprudencial se hace referencia a la jurisprudencia constitucional que ha desarrollado la figura y a su finalidad específica, en aras de determinar por qué, en el supuesto de unificación, no se frustra el acceso a la pensión de vejez

[…]
64. En consecuencia, cuando el único requisito faltante para acceder a la pensión de vejez es el de la edad, dado que se acredita el cumplimiento del número mínimo de semanas de cotización, en caso de desvinculación, no se frustra el acceso a la pensión de vejez, de allí que no haya lugar a considerar que la persona sea beneficiaria del fuero de estabilidad laboral reforzada de prepensionable, dado que el requisito faltante, relativo a la edad, puede ser cumplido de manera posterior, con o sin vinculación laboral vigente”.

En el asunto que nos concita, se itera, la demandante supera con creces las dos exigencias para reclamar su derecho pensional, esto es, la edad por cuanto tiene 60 años, y las semanas de cotización que exceden de manera ostensible las 1.300 requeridas, a consecuencia de lo cual no puede acceder al fuero de estabilidad laboral reforzada a la luz de la jurisprudencia vigente.
Importa anotar que si bien es cierto la señora ROSALBA VARGAS aún no es beneficiaria de la pensión de vejez en el Fondo Privado al cual se encuentra afiliada -la que al parecer no ha demandado-, ello obedece a que no cumple los requisitos del canon 64 de la Ley 100/93, es decir, contar en su cuenta de ahorro individual con un capital acumulado que sea superior al 110% del salario mínimo legal, como así lo comunicó COLFONDOS. No obstante, se aprecia que sí cumple con las exigencias para ser merecedora de la garantía de PENSIÓN MÍNIMA DE VEJEZ -art. 65 ídem-, al contar con más de 57 años de edad y superar las 1.150 semanas de cotización, a consecuencia de lo cual bien puede hacer una reclamación en tal sentido, o incluso solicitar la DEVOLUCIÓN DE LOS SALDOS que posee en dicho fondo, acorde con lo previsto en el art. 66 del mismo estatuto.
Por lo anterior, la Corporación declarará improcedente la acción de tutela impetrada por la señora VARGAS BOTERO.
5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA
PRIMERO: SE DECLARA IMPROCEDENTE la acción de tutela presentada por la señora ROSALBA VARGAS BOTERO. 

SEGUNDO: Si la sentencia no fuere impugnada, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
� Sentencia T-128 de 2016, entre otras.


� Cfr. Sentencia SU-617 de 2013 y T-151 de 2013


� C.C. T-084 de 2018.


� C.C. T-325 de 2018 y T-357 de 2016.


� Sentencia T-373 de 2017.


� Al respecto, pueden consultarse, entre otras, las sentencias T-1011 de 2003, T-951 de 2004, T-031 de 2005, T-267 de 2005, T-1059 de 2005, T-1117 de 2005, T-245 de 2007, T-887 de 2007, T-010 de 2008, T-437 de 2008,  T-087 de 2009, T-269 de 2009, SU-9717 de 2010 y SU-446 de 2011.


� Sentencias C-064 de 2007, T-951 de 2004 y C-588 de 2009.


� Se omite pie de página. 


� Este razonamiento se impuso por la Sala Plena de la Corporación en la providencia SU-446 de 2011 en la cual la Corte no amparó los derechos de las personas que ocupaban cargos en provisionalidad, en situación de debilidad manifiesta y que habían sido reemplazados por empleados de carrera en la Fiscalía de General de la Nación. Aun así, en dicha ocasión la Corporación planteó que, aunque primaban los derechos de acceder al cargo de los empleados de carrera, la entidad tenía el deber constitucional de emplear medidas de acción afirmativa tendientes a proteger efectivamente el especial contexto de las personas vinculadas en provisionalidad. 


� Con fundamento en la tesis expuesta, la Sala Plena de la Corte Constitucional en la sentencia SU-446 de 2011, dispuso: “TERCERO.- ORDÉNASE a la Fiscalía General de la Nación VINCULAR en forma provisional, en el evento de existir vacantes en un cargo igual o equivalente al que ocupaban, a todos aquellos servidores que fueron retirados de la entidad con fundamento en el concurso convocado en el año 2007, siempre y cuando demuestren al momento de su desvinculación y al momento del posible nombramiento, una de estas tres condiciones: i) ser madres o padres cabeza de familia; ii)  ser personas próximas a pensionarse, entiéndase a quienes para el 24 de noviembre de 2008 -fecha en que se expidió el Acuerdo 007 de 2008- les faltaren tres años o menos para cumplir los requisitos para obtener la respectiva pensión; y iii) estar en situación de discapacidad, como una medida de acción afirmativa,  por ser todos ellos sujetos de especial protección. La vinculación de estos servidores se prolongará hasta tanto los cargos que lleguen a ocupar sean provistos en propiedad mediante el sistema de carrera o su desvinculación cumpla los requisitos exigidos en la jurisprudencia constitucional, contenidos, entre otras, en la sentencia SU-917 de 2010”.   


� Corte Constitucional, Sentencia SU-897 de 2012.
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